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Al destituir al ministro Sergio Muñoz, el Senado ha es-
tablecido que no se aceptará una sombra de duda res-
pecto del comportamiento ministerial de los jueces
de la Corte Suprema. Con esta decisión, la mayoría de

los senadores ha instaurado un elevado estándar de integridad,
conforme al cual la imputación verosímil de una infracción grave
a los deberes del juez es suficiente para su alejamiento del cargo.

La pregunta acerca de cuándo se está ante una imputación
verosímil en el marco de un juicio político es de difícil respues-
ta. Según la Constitución, el Senado resuelve “como jurado” y
se limita “a declarar si el acusado es o no culpable del delito,
infracción o abuso que se le imputa”. Esto significa que el vere-
dicto no es el resultado de un proceso como el que deben diri-
gir los magistrados antes de re-
solver una causa penal o de
otro tipo, sino de un juicio pro-
piamente político, en el cual
tienen cabida consideraciones
que pueden calificarse de ho-
lísticas, aunque solo en la me-
dida en que incidan en la configuración de la causal de destitu-
ción. En el caso de la acusación contra el magistrado Muñoz, la
defensa y el mismo acusado levantaron alegaciones de tipo
probatorio, en el sentido de que los hechos fundantes de la cau-
sal nunca habrían ocurrido. Este tipo de alegaciones tiene for-
talezas, y ciertamente es determinante en el marco de un juicio
no político, donde rige la presunción de inocencia y todo lo que
se imputa debe ser también acreditado por el mismo que acusa.
Pero el juicio político está naturalmente mucho más abierto al
contexto, a lo que resulta inverosímil atendidas las circunstan-
cias de personas y hechos, y a lo que queda o parece quedar sin
explicación. Quizás algunos de estos aspectos fueron desaten-
didos en las argumentaciones del magistrado, lo que terminó
siendo decisivo en un contexto en que la mayoría de los sena-
dores estaba por sentar un precedente particularmente estricto
sobre el comportamiento ministerial de los jueces supremos.

Otro aspecto que pudo haber incidido en el resultado es que
el ministro y sus defensores decidieron jugar la carta de la politi-
zación del proceso, atribuyendo a todos los parlamentarios que
respaldaran la acusación el propósito avieso de dañar la autono-
mía del Poder Judicial, de juzgarlo por la orientación ideológica
de sus fallos —es decir, por cuestiones ajenas a la acusación cons-

titucional—, de proteger sus propios intereses y los de sus parti-
darios, e incluso de instrumentalizar la acusación para cobrar
viejas cuentas. Es probable que algo de esto haya existido, pues
de otro modo no se explica la cerrada defensa de los senadores de
izquierda, quienes además hicieron propios algunos de estos ar-
gumentos en sus intervenciones. Esta defensa también resulta
reveladora. Por una parte, incurre en el mismo vicio que critica
—toma posición atendiendo primordialmente al contenido de
los fallos del ministro acusado—; por la otra, es sintomático que
un magistrado sea aplaudido por todo un sector político y vitu-
perado por otro, en circunstancias que las leyes son casi siempre
el producto de un acuerdo entre los diversos sectores, por lo que
su recta interpretación debería reflejar esa misma ponderación.

Tampoco resultan creíbles las
altisonantes declaraciones de
principios de muchos parla-
mentarios de izquierda, que en
el pasado reciente no tuvieron
inconvenientes en instrumenta-
lizar una y otra vez esta acción

constitucional para desestabilizar al anterior gobierno, incluyen-
do dos acusaciones en contra del Presidente Piñera.

Lamentable es, por otra parte, el hecho de que el caso del mi-
nistro Muñoz haya sido incluido en la misma acusación presenta-
da contra la ministra Vivanco, pese a cuestionárseles conductas
distintas, y que se haya decidido la votación conjunta de su admi-
sibilidad por parte de la Cámara. Ello ha motivado una justificada
molestia en la defensa del magistrado, manchando injustificada-
mente esa fase del proceso. El Senado, sin embargo, pudo discutir
y votar separadamente, de modo tal que lo resuelto corresponde
única y exclusivamente a la ponderación hecha por sus integran-
tes respecto de las imputaciones formuladas a cada juez.

Las preguntas que quedan abiertas son si los parlamentarios
serán capaces de aplicar a sus actuaciones propias los altísimos
estándares de conducta que hoy exigen a un magistrado o si pon-
derarán de forma similar la verosimilitud de los antecedentes
tratándose de acusados respecto de los cuales tengan mayor afi-
nidad o cercanía. La historia muestra que por regla general las
acusaciones constitucionales han sido mal utilizadas y nada hace
pensar que ello varíe en el futuro. De ahí que, además de llamar a
la moderación y a la prudencia, cabe estudiar cambios para deli-
mitar mejor los requisitos y causales para su procedencia.

¿Serán los parlamentarios capaces de aplicar a

sus actuaciones los altísimos estándares de

conducta que hoy exigen a un magistrado?

Destitución del juez Sergio Muñoz

No es necesario ser un especialista en materias fisca-
les para comprender que la utilización de los aho-
rros de la nación para hacer calzar los ingresos y
gastos del presupuesto del Estado en períodos

exentos de crisis no es una buena práctica. Desde su creación, en
2007, el Fondo de Estabilización Económica y Social (FEES) ha
tenido como objetivo contribuir a solventar los esfuerzos del
Estado en situaciones extraordinarias y excepcionales. Simétri-
camente, dicho fondo sería nutrido con aportes fiscales en años
caracterizados por un crecimiento por sobre lo esperado.

Ilustrando esa lógica, el FEES fue central en evitar un impac-
to mayor de la crisis mundial de 2008-09. De acuerdo con los
informes de la Dirección de Presupuestos, durante ese período,
aproximadamente US$ 9 mil
millones del FEES fueron desti-
nados a desarrollar medidas que
apuntaron a mantener los nive-
les de actividad y empleo de la
economía. Esto impidió una ma-
yor caída del producto (el 2009
el PIB retrocedió un 1,1%). Así, mientras en 2008 sus ahorros al-
canzaban los US$ 20.210 millones, en 2009 la cifra bajó a US$
11.284 millones. El mayor crecimiento de los años posteriores per-
mitió la recuperación de parte de esos esfuerzos, alcanzando en-
tonces el FEES un valor de mercado de US$ 15.419 millones en
2013. Tal valor se mantuvo relativamente estable durante los si-
guientes años, sin aportes importantes del Estado.

Durante la crisis iniciada en octubre de 2019, y luego con la
pandemia, los recursos del FEES fueron utilizados nuevamen-
te. La magnitud del esfuerzo fue también colosal. Mientras en
2018 el valor de mercado de los ahorros en este fondo alcanza-
ba los US$14.133 millones —producto de una serie de retiros y
de la evolución de los mercados internacionales—, el 2019 su
valor caía a US$ 12.233 millones, y el 2020 a US$ 8.955 millo-
nes, para desplomarse a US$ 2.457 millones en 2021. La recu-
peración de 2022 permitió hacer crecer nuevamente el FEES
gracias a un aporte de casi US$ 6.000 millones realizado du-

rante el primer trimestre de ese año.
Desde entonces, como muestran los informes del Ministe-

rio de Hacienda, no se han realizado nuevos aportes. Por el con-
trario, durante 2023 se efectuaron retiros por cerca de US$1.600
millones. Por su parte, en el primer y segundo trimestre del pre-
sente año, se retiraron US$ 800 y US$ 607 millones, respectiva-
mente. Y recientemente la autoridad fiscal realizó un nuevo reti-
ro, por US$ 1.000 millones. Así, los recursos del FEES pasaron
desde US$ 7.514 millones en diciembre de 2022 hasta los actua-
les US$ 3.700 millones. Este stock no permitiría solventar accio-
nes decididas en el evento de una crisis. Y el hecho de que la
amortización de nuestra deuda externa solo en 2025 ya vaya a
estar por sobre los US$ 2.000 millones (el 2027 y 2028 los mon-

tos serán aun mayores) da
cuenta de la poca relevancia de
nuestros ahorros en función de
nuestras obligaciones. La situa-
ción refleja el deterioro de nues-
tras cuentas fiscales no solo du-
rante la última década, sino

también bajo la administración del Presidente Boric.
El anclaje de los objetivos de la política fiscal en lo referen-

te a los déficits efectivos o estructurales en circunstancias eco-
nómicas normales debe ser realizado con ajustes en los ingre-
sos o gastos del Estado. Esto requiere un respeto por el ordena-
miento institucional. Por ejemplo, si durante el debate de la
Ley de Presupuesto se acuerdan recortes en los límites de en-
deudamiento del fisco, no debe asumirse que eventuales dife-
rencias entre ingresos y gastos serán solventadas con los aho-
rros de la nación. Nuestros fondos soberanos no son la “caja
chica” del Estado. Tal estrategia los desvirtúa y extingue. 

Independientemente de la razón de eventuales descalces,
y sin crisis mediante, la tarea de la autoridad es internalizar
esos ajustes y contener el gasto. Esta difícil labor es una pieza
central de lo que entendemos como responsabilidad fiscal. En
un país estancado, la laxitud en este ámbito tendrá consecuen-
cias de largo plazo. 

Su uso, en ausencia de una crisis, para anclar

los objetivos de política fiscal los termina

desvirtuando y extinguiendo.

Fondos soberanos, ¿una “caja chica”?

M a ñ a n a s e
cumplen cinco años
del “estallido social”.
Si las múltiples cau-
sas de este complejo
fenómeno son objeto
de análisis, diversas
encuestas nos entre-
gan valiosa informa-
ción para evaluar ese
período. Esta evalua-
ción deja muchas
sombras y pocas luces. Vivimos bajo el
reino de la confusión. Esta palabra, cuya
etimología apunta a una unión que se
hace líquida (co-fundere), es otra clave
para reflexionar. Pareciera que los chile-
nos nos “fundimos”, pero quedamos
bien curtidos.

En la encuesta CEP tradi-
cionalmente se pregunta por la
identificación con la izquierda,
el centro o la derecha. Si en la
última encuesta un 42% se ma-
nifiesta de centro y un 17% en
la derecha y en la izquierda, solo un 24%
dice que “no sabe o no contesta”. En la
encuesta de diciembre del 2019, en el
apogeo del estallido, sucedió algo sor-
prendente: un 50% “no sabía o no con-
testaba”. Era tanta la confusión que la
mitad de los chilenos ya no tenía brújula
política. Y esa confusión fue la que nos
condujo a la Lista del Pueblo, a la ilusión
de los independientes, a la aparición de
descendientes y beneficiarios de desco-
nocidos pueblos originarios y a un flori-
do programa de gobierno. Y entre tanta
con-fusión, algunos perdieron la razón.
Hoy reconocemos que la democracia li-

beral fue puesta en jaque.
Otro hecho relacionado con esa

confusión fue la pérdida de confianza en
todas las instituciones, salvo una. En la
encuesta CEP se observa que durante el
estallido las redes sociales vivieron su
apogeo de confianza. La noticia instan-
tánea e inmediata, sin reflexión ni sere-
nidad, alimentó nuestra desorientación.
Basta recordar cómo muchos se suma-
ron al coro de denuncias falsas. Entre
tanta confusión, nos creíamos cualquier
cosa. Pero en cinco años el cambio ha si-
do decisivo y sorprendente: en diciem-
bre del 2019 solo un 17% confiaba en Ca-
rabineros (en la última encuesta salta a
un 57%), un 24% confiaba en las FF.AA.
(en la última, 51%) y un 25% en la PDI

(ahora alcanza un 59%). Durante el “es-
tallido social” tembló el Estado de dere-
cho. Y ahora, enfrentando la delincuen-
cia y una violencia galopante, buscamos
refugio. El anhelo de esa seguridad per-
dida nos lleva a aferrarnos a algo. A es-
tas alturas sería ingenuo desconocer lo
evidente: la confusión abrió las puertas
al narcotráfico y al crimen organizado.

Nuestro lenguaje también se con-
fundió. La “diversidad”, un concepto
liberal que nos une pese a nuestras di-
ferencias, fue reemplazado por la “di-
sidencia”. Esa soberbia disidente
—aquí estoy yo, el bueno, y allá están

los otros, que son malos, no saben o es-
tán equivocados— tuvo repercusio-
nes. Ni el destacado jurista Agustín
Squella escapó de la intolerancia: fue
criticado y funado por defender la di-
versidad. Y en medio de esa pradera de
confusión, prendió con fuerza el len-
guaje inclusivo. Ese entusiasmo lin-
güístico se expandió a la esfera pública.
La ministra de Salud acuñó el nuevo
concepto “mapadre”, su subsecretario
se refería a “los y las medicamentos” y
el ministro de Educación hablaba de
“las y los establecimientos”. Desde el
Gobierno se promovía un “Chile de to-
des”. El lenguaje oficial de “nosotres” y
los “niñes” cubría las pantallas. Y Ba-
chelet también se subió a la ola salu-

dando a los “chiquilles” y
“amigues”. Incluso un juez de
la República redactó un fallo
sobre “lxs imputados”, sen-
tenciando que “lxs constitu-
yentes mencionadxs fueron
detenidxs por funcionarios de

Carabineros de Chile”. Aunque uno se
pregunta: y ahora, ¿dónde están to-
des?, pareciera que recuperamos nues-
tro lenguaje.

Durante años fuimos un ejemplo en
términos de seguridad. Ahora intenta-
mos recuperarla. Y también fuimos líde-
res “top ten” en libertad económica. El
último informe del ranking del Fraser
Institute sobre libertad económica nos
muestra que seguimos cayendo en pica-
da. La confusión social, política y econó-
mica tiene costos.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Tanta confusión

A estas alturas sería ingenuo desconocer lo

evidente: la confusión abrió las puertas al

narcotráfico y al crimen organizado.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Leonidas Montes

Si de supervivencia se trata, po-
cos como el presidente del gobierno
español, Pedro Sánchez. Aun hoy,
acosado por escándalos y cuestiona-
do por una suma de controvertidas
decisiones, Sánchez no claudica. De
hecho, espera ser ratificado una vez
más como líder de su partido, el
PSOE, en el congreso federal que es-
te celebrará a fines de noviembre. 

Clave en su resiliencia ha sido
un estilo que no conoce límites
cuando el poder está en juego. Así,
pese a haber sido, en rigor, derrota-
do en las elecciones del año pasado,
no tuvo empacho para pactar con
los partidos nacionalistas y, rene-
gando de sus propias palabras, otor-
garles la amnistía
a los líderes de la
intentona separa-
tista catalana de
2016, a cambio de
asegurar su in-
vestidura por un
nuevo período. Luego, para permi-
tir que su exministro Salvador Illa
asumiera al frente de la Generalitat,
pactó con Esquerra Republicana un
mecanismo de financiación que deja
en posición privilegiada a Cataluña.
Y ahora apoya el despacho de una
reforma legal en la que se incluyó
una disposición que permitiría la
salida anticipada de prisión de una
cincuentena de etarras; sus críticos
dicen que la motivación sería ama-
rrar los votos de Bildu —el partido
independentista vasco de izquierda
radical— para la aprobación del
presupuesto. 

El problema para Sánchez es
que cada una de estas jugadas le está
trayendo costos políticos que se su-
man a los de las investigaciones por
corrupción, donde la situación más
grave es el llamado caso Koldo, una
trama que involucra favores y mi-
llonarios negocios conseguidos por
un empresario privado que habría
realizado pagos al PSOE. Y a eso se
agregan las indagatorias que afec-
tan a Begoña Gómez, esposa de Sán-
chez, por los auspicios para una

cuestionada cátedra universitaria.
¿Cómo, pese a todo, el gober-

nante ha resistido? Aparte de astu-
cia (o descaro, dirían algunos), el se-
manario británico The Economist
puede haber dado con otra clave.
“El gran activo de Sánchez es una
oposición ineficaz y dividida”, pu-
blicó, dando cuenta de un sector
que, si bien ha enfrentado con dure-
za al Ejecutivo, no logra conformar
un frente unido ni construir mayo-
ría. En ese panorama, que fluctúa
entre la parálisis política y las ten-
siones generadas por la apuesta de
“todo vale” del gobierno, el gran pe-
ligro es un progresivo deterioro de
las instituciones. Un ejemplo de es-

to es el hecho iné-
dito de que el Tri-
bunal Supremo
haya resue l to
abrir causa contra
el fiscal general
(cuyo nombra-

miento impulsó Sánchez) por el de-
lito de revelación de secreto, a pro-
pósito del caso tributario contra la
pareja de Isabel Díaz Ayuso, la opo-
sitora presidenta de la comunidad
madrileña. 

De modo revelador, la alerta
más preocupante ante este estado
de cosas ha venido desde las propias
filas socialistas. Fueron las dos prin-
cipales figuras históricas del PSOE,
Felipe González y Alfonso Guerra,
quienes dieron hace unos días una
comentada entrevista en la que no
solo criticaron a Sánchez, sino que
cuestionaron la deriva de su parti-
do, sometido a la voluntad del go-
bernante. “Estamos en un momento
que recuerda a 1934”, dijo Guerra,
comparando las maniobras políti-
cas de Sánchez y lo ocurrido aquel
año en que, bajo el argumento de
contener el avance de la extrema de-
recha, los socialistas españoles im-
pulsaron un alzamiento de trágicas
consecuencias, uno de los antece-
dentes de la guerra civil de 1936. Vi-
niendo de quien viene, la adverten-
cia parece inquietante.

El riesgo de progresivo

deterioro institucional ya

enciende alarmas.

Sánchez en horas oscuras 

A menudo se piensa que la moda es un fenó-
meno social que se aplica a asuntos frívolos co-
mo la vestimenta o los artículos de lujo.

No es así, argumen-
ta el discreto Critilo. La
moda es un modo de
estar vigentes social-
mente ciertos compor-
tamientos, ciertas ide-
as o formas de aproxi-
marse a desafíos y pro-
blemas. Por ello, no es
de extrañar que la acti-
vidad científica sea
también estudiable
mediante la noción de
moda. Que no es otra
cosa que la “ciencia
normal” que proclama-
ba el teórico T.S. Kuhn hace muchos años. Du-
rante un cierto tiempo dominan la escena cien-
tífica algunos temas o métodos, a veces con
apoyo ciudadano y otras sin él.

Lo demuestra la reciente concesión de Pre-
mios Nobel a personas involucradas en el ori-

gen y desarrollo de la llamada “inteligencia ar-
tificial” en física y química. Esta es, sin duda, la
temática que hoy parece a los expertos la más

sustantiva y la más im-
portante. En algún mo-
mento fue la genómica,
en otros la energía nu-
clear, a veces la activi-
dad nerviosa superior.

Bajo el prisma de la
moda no es difícil dis-
cernir que ello produce
avalancha de publica-
ciones, regulaciones y
opiniones. Proliferan
los sedicentes expertos
y las redes sociales
multiplican ideas y cre-
encias sin freno. Nunca

se sabe cuánto durará la moda y cuanto influi-
rá en las decisiones de los organismos que fi-
nancian la ciencia. La “corriente principal” es
asunto esquivo y digno de atención.

D Í A  A  D Í A

Modas científicas
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—El Gobierno ha decidido hacer grandes cambios en Monumentos
Nacionales. Por aquí ya partimos.
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